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1.- SENTENCIA 81/2025, DE 15 DE ENERO. RECURSO DE CASACIÓN.  NUM.: 5862/2024 
Ponente: Excma. Sra. D.ª M.ª Ángeles Parra Lucán 
Votación y fallo: 18/12/2024 
 
Materia: Recurso de la Dirección General de Seguridad Jurídica y Fe Pública 
contra la sentencia que, tras dejar sin efecto la resolución denegatoria de la 
nacionalidad española de la solicitante, declaró que acredita y cumple los 
requisitos exigidos por la Ley 12/2015, de 24 de junio, para que le sea concedida 
la nacionalidad española por su condición de sefardí originaria de España. 
Desestimación. Medios probatorios adecuados para justificar la condición de 
sefardí originario de España y la especial vinculación con España del solicitante. 
Para impugnar en casación la valoración en conjunto realizada por el tribunal de 
apelación de los medios probatorios aportados por el solicitante que cumplan los 
requisitos legales, es preciso denunciar un error notorio en la valoración de la 
prueba (arts. 477.2 y 5 LEC). 
 

 «A los meros efectos de sintetizar la doctrina de la Sala contenida en esta 
sentencia del Pleno, para que puedan ser tenidos en cuenta en la litigiosidad 
pendiente sobre esta materia, resaltamos los siguientes criterios decisorios: 

- La concesión de la nacionalidad española por carta de naturaleza a los 
sefardíes originarios de España conforme a la Ley 12/2015, de 24 de junio, 
corresponde a la DGSJyFP, que no está vinculada por la valoración del notario 
en el acta de notoriedad que contempla la ley acerca de si se cumplen o no los 
requisitos legales exigidos para la concesión. 

- El artículo 1.2 de la Ley 12/2015 exige que los medios de prueba que 
permiten valorar si queda acreditada o no la condición de sefardí del solicitante, 
cumplan determinados requisitos para poder ser tomados en consideración 
como elementos de juicio. Es decir, se requiere que los medios probatorios 
observen de manera rigurosa los requisitos legalmente establecidos. 

- Así, cuando el certificado expedido por el presidente de la comunidad 
judía o autoridad rabínica no reúne los requisitos de los apartados a), b) o c) del 
artículo 1.2 de dicha ley, no se le puede dar valor probatorio con base en el 
apartado g) del citado artículo, pues cuando el legislador hace referencia a 
«cualquier otra circunstancia que demuestre fehacientemente su condición de 
sefardí originario de España» debe entenderse referida a cualquier otra 
circunstancia distinta de las contempladas en los apartados anteriores de dicho 
artículo y no a las mismas circunstancias cuando no se cumplen en su integridad 
sus requisitos. 

- Para el medio probatorio a que se refiere la letra f) del artículo 1.2 de la 
Ley 12/2015 consistente en el informe motivado que acredite la pertenencia de 
los apellidos del solicitante al linaje sefardí de origen español, la ley alude a que 
se trate de un informe «emitido por entidad de competencia suficiente». La 
referencia legal a que el informe sea emitido por una «entidad» lleva a concluir 
que los informes de apellidos requieren el respaldo de una «colectividad 
considerada como unidad, y, en especial, cualquier corporación, compañía, 
institución, etc., tomada como persona jurídica» de competencia suficiente. 

- Ello no impide que otros informes, como los genealógicos u otros que 
sean emitidos por expertos o investigadores puedan ser tomados en 
consideración como un elemento más entre los que, de manera más amplia, se 
admiten en la letra g) del artículo 1.2 de la Ley 12/2015 («cualquier otra 



circunstancia») y, por tanto, susceptibles de ser valorados conforme a las reglas 
de la sana crítica juntamente con los demás medios de prueba. 

- Además de la acreditación de la condición de sefardí originario de 
España, es preciso que el solicitante acredite la especial vinculación con España. 
El artículo 1.3 de la Ley 12/2015 se refiere a los medios probatorios que, 
valorados en su conjunto, acreditan la especial vinculación con España. Para 
impugnar en casación la valoración en conjunto realizada por el tribunal de 
apelación de los medios probatorios aportados por el solicitante que cumplan los 
requisitos legales, es preciso denunciar un error notorio en la valoración de la 
prueba (arts. 477.2 y 5 LEC). 

La Sala desestima el recurso de casación interpuesto por la DGSJyFP 
contra la sentencia que, tras dejar sin efecto la resolución denegatoria de la 
nacionalidad española de la solicitante, declaró que acredita y cumple los 
requisitos exigidos por la Ley 12/2015, de 24 de junio, para que le sea concedida 
la nacionalidad española por su condición de sefardí originaria de España». Se 
desestima el recurso de casación. 
 
2.- SENTENCIA 80/2025, DE 15 DE ENERO. RECURSO DE CASACIÓN.  NUM.: 3062/2024 
Ponente: Excmo. Sr. D. Rafael Sarazá Jimena 
Votación y fallo: 18/12/2024 
 
Materia: Recurso contra la resolución de la Dirección General de Seguridad 
Jurídica y Fe Pública que deniega la concesión de la nacionalidad española a 
sefardí. Desestimación. La decisión de la concesión de la nacionalidad 
corresponde a la DGSJyFP, que no está vinculada por la valoración del notario 
sobre si se cumplen o no los requisitos legales previstos en el artículo 1 de la 
Ley 12/2015, de 24 de junio. Medios probatorios adecuados para justificar la 
condición de sefardí originario de España y la especial vinculación con España 
del solicitante. Acta de notoriedad extendida por notario. Certificado rabínico. 
Informe sobre apellidos. Concesión de la nacionalidad en supuestos semejantes: 
no hay un derecho a la igualdad en la ilegalidad. 
 

 «A los meros efectos de sintetizar la doctrina de la sala contenida en esta 
sentencia de pleno, para que puedan ser tenidos en cuenta en la litigiosidad 
pendiente sobre esta materia, resaltamos los siguientes criterios decisorios: 

- La DGSJyFP, al resolver de manera motivada sobre la concesión de la 
nacionalidad con base en la Ley 12/2015, no está vinculada por el juicio favorable 
emitido por el notario en el acta de notoriedad. 

- Cuando el certificado expedido por el presidente de la comunidad judía 
o autoridad rabínica no reúne los requisitos de los apartados a), b) o c) del art. 
1.2 de dicha ley, no se le puede dar valor probatorio con base en el apartado g) 
del citado artículo, pues cuando el legislador hace referencia a «cualquier otra 
circunstancia que demuestre fehacientemente su condición de sefardí originario 
de España» debe entenderse referida a cualquier otra circunstancia distinta de 
las contempladas en los apartados anteriores de dicho artículo y no a las mismas 
circunstancias cuando no se cumplen en su integridad sus requisitos. 

- Que el art. 1.2 de la Ley 12/2015 prevea como uno de los medios 
probatorios para acreditar la condición de sefardí originario de España el 
«informe motivado, emitido por entidad de competencia suficiente, que acredite 
la pertenencia de los apellidos del solicitante al linaje sefardí de origen español» 



no significa que cualquier informe que tenga tal objeto haya de ser 
necesariamente aceptado por la DGSJyFP y por el tribunal que conozca de la 
impugnación de la resolución dictada por tal organismo, que deberá valorar el 
informe según las reglas de la sana crítica. 

- No es contrario al art. 14 de la Constitución que la DGSJyFP, si ha 
detectado que estaba concediendo la nacionalidad española con base en una 
aceptación acrítica de las actas de notoriedad expedidas por notarios, sin 
cumplirse los requisitos exigidos por la Ley 12/2015, haya rectificado la práctica 
anterior y haya comenzado a valorar con rigor el cumplimiento de los requisitos 
legales. No hay derecho a la igualdad en la ilegalidad». Se desestima el recurso 
de casación. 
 
3.- SENTENCIA 154/2025, DE 30 DE ENERO. RECURSO EXTRAORDINARIO POR 

INFRACCIÓN PROCESAL Y DE CASACIÓN.  NUM.: 921/2022 
Ponente: Excmo. Sr. D. Rafael Sarazá Jimena 
Votación y fallo: 18/12/2024 
 
Materia: Contrato de tarjeta revolving. Abusividad de la cláusula que fija el 
interés remuneratorio, evaluada conjuntamente con las que establecen el 
sistema de amortización revolving. Momento en que debe facilitarse la 
información y contenido de la misma. Valoración del carácter abusivo de la 
cláusula que no supera el control de transparencia. 
 

 «El sistema de amortización revolving no es simplemente un sistema 
como el de pago aplazado, que puede considerarse un simple préstamo al 
consumo que se va amortizando en cuotas periódicas durante un periodo 
determinado. Ya hemos expuesto sus peculiares características y los riesgos 
que conllevan, significativamente superiores a los de un simple préstamo al 
consumo. No se trata solo de que el mayor aplazamiento generará mayores 
intereses, conocimiento que alcanza al consumidor medio; o que, por su propia 
naturaleza, no pueda fijarse ex ante el coste total del crédito ni establecer un 
cuadro de amortización. La duración indefinida o prorrogable del contrato de 
crédito revolving resulta relevante y ha de ser puesta en relación con el 
mecanismo de reconstitución de la deuda, especialmente si el contrato 
contempla la capitalización de los intereses y/o una cuota mínima por defecto de 
cuya incidencia en el coste del crédito es necesario advertir con suficiente 
claridad.  

Con la información contenida en el contrato y en la ficha INE entregada a 
la demandante, un consumidor medio, normalmente informado, razonablemente 
atento y perspicaz, no es capaz de tomar conciencia de la naturaleza y 
consecuencias del mecanismo de amortización revolving, los elevados costes 
que pueden suponerle y los riesgos de terminar siendo un «deudor cautivo» que 
tal sistema puede implicar […] 

Pues bien, de manera similar a como hemos declarado en los supuestos 
de cláusulas suelo o de préstamos en divisas, en el caso de las tarjetas revolving, 
la falta de transparencia de la cláusula relativa a la TAE, valorada junto con las 
cláusulas relativas al sistema de amortización, el anatocismo y la escasa cuota 
mensual, no es inocua para el consumidor, sino que provoca un grave 
desequilibrio, en contra de las exigencias de la buena fe, puesto que, al ignorar 
los riesgos significativos que entraña dicho sistema de amortización, no puede 



comparar la oferta con las de otros sistemas de amortización y se compromete 
en un contrato que puede tener para él graves consecuencias pues puede 
terminar siendo lo que hemos venido en llamar un «deudor cautivo» y el Banco 
de España denomina «efecto bola de nieve».  

Son también circunstancias relevantes para la valoración de la buena fe 
del predisponente necesaria para apreciar la abusividad de estas cláusulas la 
incitación por parte del profesional a la contratación en la modalidad revolving en 
los términos más proclives a acentuar tales riesgos, como resulta de su 
comercialización fuera de establecimientos financieros (en las estaciones de 
tren, autobús, aeropuerto o centros comerciales tales como hipermercados, 
grandes superficies de electrodomésticos y electrónica, etc.), con 
denominaciones que ocultan esos riesgos e incitan a su contratación («cuota 
fácil» en este caso), con previsiones contractuales en las que, por defecto, se 
contrata el sistema revolving y/o las cuotas de escasa cuantía que incrementan 
el pago de intereses y prolongan el plazo de amortización. 

La consecuencia de lo expuesto es que ha de confirmarse el carácter 
abusivo de la cláusula que fija el interés remuneratorio en el contrato objeto de 
este litigio, declarado en la sentencia de primera instancia, y desestimar el 
recurso de apelación interpuesto por la entidad financiera demandada.». Se 
desestima el recurso de casación. 

 
4.- SENTENCIA 155/2025, DE 30 DE ENERO. RECURSO DE CASACIÓN.  NUM.: 1584/2023 
Ponente: Excmo. Sr. D. Ignacio Sancho Gargallo 
Votación y fallo: 18/12/2024 
 
Materia: Contrato de tarjeta revolving. Abusividad de la cláusula que fija el 
interés remuneratorio, evaluada conjuntamente con las que establecen el 
sistema de amortización revolving. Momento en que debe facilitarse la 
información y contenido de la misma. Valoración del carácter abusivo de la 
cláusula que no supera el control de transparencia. 
 

 «En este caso, según consta acreditado en la instancia, la tarjeta 
revolving fue ofrecida por un comercial de la entidad demandada, aunque la 
contratación se hizo on-line, a través de la página web de la financiera. La 
información que se le pudo suministrar sobre el coste del crédito, y en concreto 
la TAE, aparece en el contrato y en la ficha de Información Normalizada Europea 
(INE), que estaba a disposición de la demandante al contratar la tarjeta, y es 
clara. Pero más allá de una información general de esta modalidad de tarjeta, no 
consta que hubiera sido informada con carácter previo del riesgo derivado de 
una lenta amortización, de que se forme una «bola de nieve». 

Con la información contenida en el contrato y en la ficha INE, un 
consumidor medio, normalmente informado, razonablemente atento y perspicaz, 
no es capaz de tomar conciencia de la naturaleza y consecuencias del 
mecanismo de amortización revolving, los elevados costes que pueden 
suponerle y los riesgos de terminar siendo un «deudor cautivo» que tal sistema 
puede implicar […] 

De manera similar a como hemos declarado en los supuestos de cláusulas 
suelo o de préstamos en divisas, en el caso de las tarjetas revolving, la falta de 
transparencia de la cláusula relativa a la TAE, valorada junto con las cláusulas 
relativas al sistema de amortización, el anatocismo y la escasa cuota mensual, 



no es inocua para el consumidor, sino que provoca un grave desequilibrio, en 
contra de las exigencias de la buena fe, puesto que, al ignorar los riesgos 
significativos que entraña dicho sistema de amortización, no puede comparar la 
oferta con las de otros sistemas de amortización y se compromete en un contrato 
que puede tener para él graves consecuencias pues puede terminar siendo lo 
que hemos venido en llamar un «deudor cautivo» y el Banco de España 
denomina «efecto bola de nieve». 

Son también circunstancias relevantes para la valoración de la buena fe 
del predisponente necesaria para apreciar la abusividad de estas cláusulas la 
incitación por parte del profesional a la contratación en la modalidad revolving en 
los términos más proclives a acentuar tales riesgos, como resulta de su 
comercialización fuera de establecimientos financieros (en las estaciones de 
tren, autobús, aeropuerto o centros comerciales tales como hipermercados, 
grandes superficies de electrodomésticos y electrónica, etc.), con 
denominaciones que ocultan esos riesgos e incitan a su contratación («cuota 
fácil» en este caso), con previsiones contractuales en las que, por defecto, se 
contrata el sistema revolving y/o las cuotas de escasa cuantía que incrementan 
el pago de intereses y prolongan el plazo de amortización. 

8. En consecuencia, procede casar la sentencia y, al asumir la instancia, 
de acuerdo con lo argumentado, confirmar el carácter abusivo de la cláusula que 
fija el interés remuneratorio en el contrato objeto de este litigio, declarado en la 
sentencia de primera instancia, y desestimar el recurso de apelación interpuesto 
por la entidad financiera demandada». Se estima el recurso de casación. 

 
 
 
 
        Enero 2025.  
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